¿Son accesibles los bienes culturales y recreativos?

Si hubiera que señalar una de las tendencias sociales más significativas de las últimas décadas, ésta sería sin duda la extraordinaria democratización que se ha producido en el acceso tanto a los bienes culturales de uso común como a los espacios recreativos y a las actividades de ocio. Este indiscutible avance se ve lastrado, sin embargo, por ciertas contrapartidas, entre las cuales resulta inevitable mencionar las dificultades que, aún hoy, limitan seriamente las posibilidades de acceso y participación de los colectivos de personas con discapacidad.

La evolución de las sociedades contemporáneas se basa, fundamentalmente, en el equilibrio de dos principios básicos: garantizar el ejercicio de los derechos del individuo, independientemente de sus condiciones o situación, y fomentar la cohesión social, favoreciendo la resolución de conflictos en el ámbito comunitario. Desde este punto de vista, los problemas que afectan a las personas con discapacidad conciernen igualmente a todo el cuerpo social, y es por lo tanto en la comunidad donde deben desarrollarse estrategias inclusivas en todos los órdenes y dimensiones del desarrollo personal y colectivo: la salud, la educación, el trabajo; y, no en menor medida, la cultura y el ocio creativo. Así, la observancia del principio de inclusión implica, en la práctica, diferentes niveles de intervención, que atenderán tanto a los aspectos físicos (elementos facilitadores de la accesibilidad de los espacios exteriores e interiores), como a la comunicación (accesibilidad de soportes y formatos, y de los propios contenidos informativos), o al medio social (relaciones interpersonales, atención de necesidades específicas, formación del personal responsable).

La libertad de elección en el uso y disfrute de las diversas propuestas culturales y de ocio que se ofrecen al ciudadano requiere, como es notorio, de ajustes y adaptaciones que favorezcan la plena participación de quienes presentan alguna discapacidad. Es cierto que, en el caso de las personas con deficiencia visual, las carencias que se observan en el ámbito cultural y recreativo son, en ocasiones, preocupantes. Pero no por ello es menos evidente que, gracias a la labor constante de muchas entidades, organismos, asociaciones y particulares, se han puesto en práctica iniciativas felizmente culminadas, que hoy son un ejemplo para quienes deseen hacer más accesibles la cultura y el ocio. En este sentido, es obligado referirse a la inquietud de las administraciones españolas, estatales y autonómicas, por mejorar la accesibilidad de museos, exposiciones y eventos culturales. Es justo señalar que este interés, que ha dado ya espléndidos frutos, ha sido en buena medida estimulado por realizaciones de la ONCE, como su Museo Tiflológico, o como los diversos estudios e investigaciones que se han publicado bajo los auspicios de nuestra entidad, y de los que esta revista se hace eco en todo momento.

A través de las páginas de INTEGRACIÓN, en éste y en próximos números de la revista, nuestros lectores tendrán ocasión de conocer interesantes experiencias encaminadas a mejorar la accesibilidad de los más diversos espacios culturales, como la Torre y la Lonja de Brujas, la ciudad belga que, junto con Salamanca ostenta la capitalidad cultural de Europa en este año 2002. Del mismo modo, los lectores interesados podrán comprobar que la participación de personas con deficiencia visual en actividades lúdicas y culturales puede y debe fomentarse en todas las etapas de desarrollo del individuo, como muestra la experiencia, de las jornadas escolares "Odisea 2001". Destacamos igualmente, por su novedad, la convocatoria por parte de la ONCE del Premio Tiflos para cortometrajes audiodescritos, una iniciativa que trata de fomentar la producción de obras cinematográficas originalmente accesibles al espectador ciego.

Con todo, conviene señalar que la accesibilidad de la cultura no debe contemplarse como un derecho otorgado, ni como una serie de normas o recomendaciones de cumplimiento más o menos obligado, y en cuya aplicación sus principales destinatarios participan de forma pasiva. Las políticas de difusión cultural deben permitir el desarrollo de una comunidad no excluyente, en la que se fomente la creación activa de todos los ciudadanos en todos los procesos de producción y gestión cultural, artística y recreativa. El derecho a la accesibilidad obliga a todas las instancias comprometidas a atender por igual las necesidades de los individuos, asignando los recursos necesarios, del mismo modo que individuos y grupos diferentes tienen el deber de manifestar y reivindicar, en igualdad de condiciones, sus necesidades e intereses específicos, por diferentes que sean.

